Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 15 y 40 minutos) 


La Comisión Especial de Deporte da la bienvenida a los representantes del Colegio de 
Abogados del Uruguay. Es de nuestro interés escuchar las apreciaciones que puedan brindarnos sobre 
el proyecto de ley presentado por el señor Senador Lapaz. 


SEÑOR NEYRA.- Soy representante del Colegio de Abogados del Uruguay. 


Recibimos el repartido que nos hicieron llegar, con la propuesta del señor Senador Lapaz, la 
que fue analizada tanto en el ámbito interno como en coordinación con el Instituto de Derecho 
Deportivo. En virtud de ello, traemos una pequeña propuesta que espero sirva para la consideración 
del tema en su globalidad. 


SEÑOR ZAS.- Soy representante del Instituto de Derecho Deportivo del Colegio de Abogados. 


Quiero decir que en otra oportunidad tuve el gusto de estar en esta Comisión intercambiando 
opiniones sobre el proyecto de ley, por lo que conozco perfectamente la problemática que los movió a 
llevar adelante esta iniciativa. En aquel entonces advertí sobre algunas dificultades que, a mi entender, 
podía haber en el planteamiento realizado, sobre todo en lo que tenía que ver con incursionar en los 
delitos de peligrosidad y otros, y pudimos ver que esa opinión fue acompañada por representantes de 
la Suprema Corte de Justicia cuando comparecieron en esta Comisión. 


En el Instituto de Derecho Deportivo hemos trabajado en una nueva redacción, de acuerdo 
con el compromiso que asumimos ese día. Recuerdo que el señor Senador Baráibar, sentado en esa 
esquina de la mesa, nos pidió que ayudáramos y redactáramos algo, y nosotros aceptamos el desafío. 
Estuvimos trabajando en coordinación con la Comisión de Seguridad para el Deporte, con cuyos 
integrantes concurrimos aquel día a esta Comisión, y luego de conversar con las personas que tienen 
que aplicar el Derecho, se unió al estudio el doctor Gustavo Bordes, que pertenece a la Cátedra de 
Derecho Penal. 


Detectamos algunos aspectos que dificultaban la aplicación de la ley relativa a la violencia en 
el deporte que está vigente al día de hoy, como el hecho de que el plazo de prescripción de las faltas 
era tan breve que, mientras los jueces estaban tratando de instruir en el tema, el mismo prescribía. 
Inclusive, muchas veces se frustraban las audiencias o la concreción del asunto porque el Fiscal 
estaba atendiendo temas que entendía más importantes. Por lo tanto, proponemos la creación de una 
Fiscalía de Faltas y una Defensoría de Faltas. 


Además, a solicitud de la Comisión que analiza el tema de la violencia en el deporte -cuyos 
integrantes seguramente también tendrán oportunidad de hablar con los señores Senadores sobre este 
tema- incorporamos en este proyecto algunas disposiciones que tienen que ver con la integración de la 
Comisión Honoraria. La actual debe estar integrada por dos miembros procedentes del Congreso de 
Intendentes, porque al redactar la ley se consideró que sería conveniente que hubiera un representante 
por Montevideo y otro por el interior; sin embargo, el Congreso de Intendentes designó dos delegados 
por el interior. Creemos que hay que tener en cuenta que la mayor parte de la problemática de 
violencia en el deporte se da en Montevideo, por lo que en uno de los artículos que redactamos se 
establece claramente que habrá un representante por la Intendencia Municipal de Montevideo. 


Además, a solicitud del INAU también se incorpora a un representante de este organismo, 
porque han manifestado su interés en integrar dicha Comisión. 


SEÑOR LAPAZ.- El Círculo de Periodistas Deportivos del Uruguay también ha solicitado integrar la 
Comisión. Quisiera saber si en la redacción de la disposición se lo ha tenido en cuenta. 


SEÑOR ZAS.- No estaba enterado de lo que el señor Senador acaba de señalar, pero este proyecto 
queda en vuestras manos y podrán hacerle los agregados que estimen del caso realizar. 


Quiero señalar que aunque en el documento no figura, el señor Cetraro realizó una 
observación con respecto al nombre de la Comisión, que según él es demasiado largo. Sugirió que se 
la denominara Comisión de Seguridad en el Deporte. 


También se plantea la designación de un funcionario que realice tareas de coordinación, que 
actualmente no existe. 


En cuanto al artículo 15 -que trata del Registro y que ha dado lugar a varias interpretaciones- 
la idea es que alcance a las personas que hayan sido procesadas, porque hasta ahora se hablaba de 
“sancionadas” y, realmente, no se sabía si eso suponía que tenía que haber condena. 


El último artículo tiene que ver con los recursos para la Comisión. Esto forma parte de una 
aspiración de ellos, pero tendrán que gestionarlo directamente con el Ministerio de Economía y 
Finanzas, porque debe contar con iniciativa del Poder Ejecutivo. 


Si los señores Senadores están de acuerdo, me gustaría que el doctor Gustavo Bordes 
hiciera uso de la palabra, porque será mucho más específico. 


SEÑOR BORDES.- Hemos concurrido con mucho gusto a esta Comisión en todas las oportunidades 
en que nos han citado, y quiero señalar que hemos detectado una serie de inconvenientes que 
compartimos con algún Juez de Faltas que fue convocado a tal efecto. Una de las principales es lo que 
tiene que ver con la existencia o no de un procesamiento a los efectos de que se apliquen las medidas 
cautelares previstas en la ley. Como los señores Senadores saben, ocurre que, queramos o no, en 
definitiva, estamos hablando de una privación de libertad que puede considerarse inconstitucional. Si 
no estoy equivocado, cuando concurrieron los Ministros de la Suprema Corte de Justicia estuvieron 
conversando algo de esto. 


Nos parece fundamental que la disposición se mantenga como estaba redactada 
originalmente; es decir que la medida cautelar sólo sea aplicable en tanto se haya procesado a la 
persona. De todos modos, vamos a tener que sortear un problema de inconstitucionalidad, aunque 
creemos que, de esa forma, podría estar mejor encarado. Aplicar una medida cautelar, que, en 
definitiva, implica la privación de libertad de una persona que no ha sido procesada -por más que aquí 
se trate de darle garantías a la persona, se de vista al Ministerio Público y Fiscal, que esté presente, 
que se le tome declaración y demás- va a chocar con los artículos 15 y 16 de la Constitución; y una vez 
que se tome conocimiento de eso, seguramente, va a ser muy criticado. 


SEÑOR LAPAZ.- Quisiera decir algunas cosas al respecto. Luego de la presencia del señor Ministro de 
la Suprema Corte de Justicia, el doctor Van Rompaey, en la Comisión, estuve estudiando junto con mis 
asesores la Ley N* 17.514, sobre Violencia Doméstica que, en el numeral 7* de su artículo 10%, dice: 
“Disponer la asistencia obligatoria del agresor a programas de rehabilitación.”. Esto es semejante a lo 
que proponemos en cuanto a que la persona, en vez de ir al partido, concurra obligatoriamente a 
determinados centros, sin especificar si se trata de la comisaría, de una escuela o de un centro social. 
Asimismo, la referida Ley en el numeral 3* del artículo 10, refiriéndose a medidas de protección, dice: 
“Prohibir, restringir o limitar la presencia del agresor en el domicilio o residencia, lugares de trabajo, 
estudio u otros que frecuente la víctima.” En definitiva, sería semejante a prohibir a quien violente el 
artículo 1% de la Ley de Prevención, Control y Erradicación de la Violencia en el Deporte que concurra a 
un escenario deportivo. 


Entonces, si se interpreta que hay o podría haber una inconstitucionalidad en la ampliación 
del régimen sancionatorio de la Ley N* 17.951, me pregunto si no se podría interpretar que hay un 
viso de inconstitucionalidad en el artículo 10 de la Ley N* 17.514 de Violencia Doméstica porque, sin 
procesamiento, se puede establecer la asistencia obligatoria y la prohibición de concurrir a 
determinados lugares a la persona. 


SEÑOR BORDES.- Nuestro proceso penal está plagado de inconstitucionalidades y no de ahora, sino 
de siempre. En el Instituto Uruguayo de Derecho Penal permanentemente las hemos denunciado y 
también lo hemos hecho a través del Colegio de Abogados. Por tanto, como decía, no es nada nuevo. 


En lo que tiene que ver con la referida ley, creo que la diferencia radica en que, si bien se le 
restringe la libertad a la persona, no se la deja en una comisaría donde estaría prácticamente en un 
régimen de incomunicación, que es lo más parecido a estar privado de libertad, por tanto, creo que hay 
un matiz. Ahora bien, si se me pregunta mi opinión, creo que podría tener un viso de 
inconstitucionalidad. La Ley N* 17.726, que crea las penas alternativas, también tiene muchísimos 
visos de inconstitucionalidad, pero, a veces, no se toman en cuenta porque pueden favorecer al 
cliente. Por ejemplo, si la opción es que se procese a la persona con prisión o que la manden a hacer 
tareas comunitarias, ¿qué se va a elegir? ¿Se va a plantear una inconstitucionalidad? Creo que se va a 
preferir una cosa a la otra. Sin embargo, no me cabe la menor duda de que son normas netamente 
inconstitucionales y, además, coliden con los principios del Derecho Penal, pues la prisión preventiva 
no podría ser tomada como pena. Si se lee la Ley N* 17.726, se verá que se dice que el Juez podrá 
aplicar cualquier otro tipo de medida alternativa que, de alguna manera, repare el daño, pero ¿cómo se 
va a reparar el daño cuando recién la persona está procesada y cuando se trata de un presunto 
inocente, tal como lo dispone la Constitución de la República y la Convención Interamericana de 
Derechos Humanos? De esos ejemplos está plagado el proceso penal, pero, en mi modesta opinión, 
eso no quiere decir que tengamos que agregar uno más. 


SEÑOR LAPAZ.- Mediante el artículo 10 de la ley de Violencia Doméstica se prohíbe al agresor 
concurrir al domicilio y, dentro de las medidas de protección que se definen en el Capítulo VI -más allá 
de que el Juez puede prohibir, en este caso, acceder al escenario deportivo- se dispone la asistencia 
obligatoria -en definitiva, se lo está privando de libertad- del agresor a programas de rehabilitación, 
en una comisaría o en una escuela. Esto es similar a lo que nosotros estamos planteando, con la 
diferencia de que en este caso la asistencia obligatoria del agresor a un programa de rehabilitación 
debe coincidir, en horario, con la realización del espectáculo futbolístico. O sea, creo que si se trata de 
una privación de libertad -como ustedes lo interpretan- en la ley que refiere a la violencia en el deporte, 
también sería privación de libertad en el caso de la ley de Violencia Doméstica, ya que a la persona 
se la obliga a concurrir a una charla o terapia de grupo. Creo que dicha ley es lo más similar a lo que 
estamos planteando como una medida alternativa. En más de una oportunidad hemos recogido aquí, 
en la Comisión -tal como lo expresó el señor Senador Baráibar- quejas en cuanto a que, cuando no 
hay procesamiento, exista una medida alternativa de protección para aplicar, por parte de la Justicia, 
de manera de sancionar y alejar por un tiempo determinado -de 60, 90 ó 180 días; eso es algo que se 
puede rever- a los agresores. Entonces, de acuerdo con lo que ustedes proponen, seguimos en lo 
mismo, es decir proceso o nada, y si es nada, además, queda en manos del organizador el dejarlo 
ingresar, o no, al espectáculo. Pero, según ustedes, no se aplicaría una medida por parte de la Justicia 
con relación a quienes agredan física o verbalmente a los que están de alguna manera imbuidos en el 
espectáculo. 


SEÑOR BORDES.- Estoy totalmente de acuerdo con lo que manifiesta el señor Senador Lapaz. La 
privación de libertad en sentido amplio, seguramente está amparada en lo que el Senador expresa. En 
lo que tiene que ver con los artículos 15 y 16 de la Constitución, la única forma de que se prive de 
libertad a una persona es entre 24 a 48 horas y mediante orden escrita de Juez. Es decir que la 
Constitución no prevé términos intermedios. Por eso es que nosotros, cuando elaboramos el primer 
proyecto, pensamos que se podía hacer pasar esto como medida cautelar, justamente, para tratar de 
evitar las críticas que seguramente íbamos a tener respecto de la constitucionalidad o no de lo 
planteado. Nos guste o no, esta medida cautelar no deja de ser una privación de libertad. Pero, al 
menos, al darle las garantías del auto de procesamiento, pensamos que iba a estar mejor planteado. 
Reitero que creo que hay muchos ejemplos de normas que coliden con la Constitución, y la que 
nombra el señor Senador es una de ellas. Me parece que no tenemos por qué volver a insistir; y digo 
esto porque, de lo contrario, este proyecto de ley va a tener muchas críticas. 


Pienso que lo que debemos tratar de hacer es un proyecto que los Jueces estén de acuerdo 
en llevar a cabo. Este es uno de los grandes problemas con los que nos enfrentamos todos los días ya 
que, por más que los proyectos pasen a ser leyes, luego nos encontramos con una pared y es que los 
Jueces no quieren aplicar las normas. Este proyecto -y el anterior- en definitiva, se pudo haber aplicado 
en varias oportunidades y existen escasos o nulos ejemplos de su aplicación anterior. Al respecto, 


señalo que en una ocasión escuché hablar por televisión a un Diputado, quien comentaba - 
justamente- que antes se decía que no había leyes, pero ahora se aprobó una ley para el deporte. 
Entonces, ¿qué pasa que no se aplica? 


Encontraron personas con armas riñendo en el Estadio Centenario. Una vez más la pregunta 
es: ¿por qué no se aplica esta ley? En este sentido, vemos permanentemente la reserva de los Jueces 
en aplicar determinada normativa. Todos sabemos que existe el delito de riña -el cual fue modificado ya 
en dos oportunidades- y cuando uno escucha el noticiero, constata a diversas personas cometiendo 
ese delito, tanto en el básquetbol como en el fútbol. Como ahora hay tantas cámaras de televisión, y 
por todos lados las personas aparecen claramente identificadas, es decir, se sabe quiénes son, se las 
conoce por nombre y apellido; sin embargo, resulta que después hay sólo un procesado, o ninguno. 


Por todo esto, insistimos en que es necesario aprovechar los instrumentos que ya tenemos y 
ocuparnos de que, efectivamente, se apliquen -habrá que ver por qué no se tienen en cuenta- en vez 
de crear más y más instrumentos nuevos que, en definitiva, contribuirian a una especie de 
“hiperinflación penal” y al agregado de leyes que los Jueces se resisten a aplicar. 


En consecuencia, esta cuestión pasa por determinar por qué los Jueces se resisten a aplicar 
estas medidas en contra de algunos actores del fútbol. 


SEÑOR BARÁIBAR.- Creo que es muy claro todo lo que aquí se ha expresado. A 
continuación, en la misma línea del señor Senador Lapaz, me voy a inspirar en la ley contra la 
Violencia Doméstica, que guarda similitudes muy grandes con este otro tipo de violencia; la diferencia 
está en que, en el primer caso, la violencia se ubica en el hogar y, casi seguramente, está dirigida 
contra la mujer, mientras que en el otro, involucra a una o más personas en un espectáculo deportivo. 


Concretamente, en el numeral 1) del artículo 10 de la mencionada norma, se dice: “Disponer 
el retiro del agresor de la residencia común y la entrega inmediata de sus efectos personales en 
presencia del Alguacil”. Asimismo, el numeral 3) establece: “Prohibir, restringir o limitar la presencia del 
agresor en el domicilio o residencia, lugares de trabajo, estudio u otros que frecuente la víctima.”, 
mientras que el 7) expresa: “Disponer la asistencia obligatoria del agresor a programas de 
rehabilitación”. A su vez, en el artículo 11 se expresa: “En todos los casos, el Juez ordenará al Alguacil 
o a quien entienda conveniente, la supervisión de su cumplimiento y convocará una audiencia, en un 
plazo no mayor de diez días de adoptada la medida, a los efectos de su evaluación”. 


Por otro lado, menciono que he tenido oportunidad de leer un pequeño libro -editado por 
la Fundación de Cultura Universitaria- que presenta un enfoque multidisciplinario sobre la violencia y 
que me parece que, conceptualmente, tiene mucho que ver con la situación que hoy nos ocupa. 


Personalmente, pienso que, con el auxilio del Centro de Derecho Deportivo, así como de 
otros especialistas, podríamos buscar una fórmula adecuada para resolver este problema. Habida 
cuenta de la aclaración realizada en cuanto a que las “incontenciones” del Derecho Penal son 
frecuentes, no nos sentimos tan aminorados -por decirlo así- como cuando tuvo lugar la intervención de 
los miembros de la Suprema Corte de Justicia, quienes prácticamente nos destrataron por estar 
pensando en este proyecto de ley. 


Tal como dijimos hace unos días -y queremos que esto conste en la versión taquigráfica- el 
año pasado hicimos una ronda de consultas con todos los sectores involucrados, a efectos de conocer 
su opinión sobre la ley que refiere a la violencia en el deporte, que fuera aprobada por este 
Parlamento. Y la verdad es que fue prácticamente unánime la posición favorable en el sentido de que 
la norma era buena y que constituía un esfuerzo bastante bien logrado, dirigido a combatir ese flagelo 
que es la violencia en el deporte. Luego de haber transcurrido un año, aún preocupados por el hecho 
de que la violencia no sólo no había disminuido sino que hasta se había incentivado, volvimos a citar a 
los actores, lo que figura en las versiones taquigráficas correspondientes. Prácticamente todos dijeron 
que casi en ningún caso se había dado la situación de prohibir a una persona concurrir al espectáculo 
deportivo un tiempo antes y otro después. 


El señor Senador Lapaz presentó este proyecto de ley que, en general, fue compartido por 
todos y que ahora estamos analizando junto con los distintos sectores involucrados en el tema. La idea 
es buscar una fórmula que se ajuste al ordenamiento constitucional vigente y que, al mismo tiempo, 
permita tomar algunas iniciativas. En este sentido, hemos intentado reunir información -aunque quien 
habla todavía no la ha recibido- sobre normas de este tipo que se hayan aplicado en otros países y 
que, precisamente, salven esa dificultad del procesamiento previo. 


Considero que la exposición que acaban de realizar nuestros invitados es bastante 
elocuente, sobre todo en cuanto a que este es un camino a explorar y, a la vez, un elemento a discutir, 
tal como lo señaláramos al doctor Van Rompaey en oportunidad de hacerse presente en esta 
Comisión. Y no cabe duda de que la discusión es más que justificada -de lo contrario, la ley 
simplemente sería un proceso manuscrito- pues nos permitirá avanzar en el tema concreto, pudiendo 
llegarse al caso de que a una persona se le prohíba el ingreso a un espectáculo deportivo dos horas 
antes de su inicio hasta dos horas después. Quizás se la podría llevar a un local apropiado -el cual, 
incluso, podría estar ubicado en el propio estadio- que hasta podría tener televisión, a fin de 
posibilitarle mirar el partido; a su vez, podría recibir charlas informativas, etcétera. 


De todos modos, entiendo que existe un sector con el que todavía no hemos trabajado lo 
suficiente. Me refiero a los dirigentes de los clubes de fútbol. Creo que esta Comisión debería trabajar 
más activamente con ellos, convocándolos a fin de analizar este tema concreto, tal como se hizo en 
ocasiones anteriores cuando se consideró la situación por la que estaba atravesando el fútbol. 
Tenemos la convicción de que los dirigentes conocen a fondo el tema que hoy nos ocupa y, por ende, 
tienen mucho para hacer -si es que hay voluntad de tomar iniciativas concretas- con el objeto de 
controlar a ese grupo -no muy numeroso- que provoca desmanes en las canchas. 


Nuestra aspiración es que esta sea una medida esencialmente preventiva, porque no 
queremos que haya violencia. Ahora bien, los instigadores, o las personas propensas a ser violentas, 
tienen que sentir que sus conductas van a ser controladas o sancionadas de alguna manera. Para ello, 
es necesario que exista un primer caso en el que esta ley demuestre sus frutos. Desde ya adelantamos 
que, si tenemos que hacer alguna modificación, trabajaremos en ese sentido junto con todos los 
organismos especializados en el tema. 


SEÑOR BORDES.- Me gustaría saber lo siguiente: ¿qué creemos que puede cambiar la idea de que 
se pueda aplicar una medida cautelar sin que exista el auto de procesamiento? Es decir, ¿por qué el 
Juez sí va a actuar sin tener el auto de procesamiento, y por qué no lo hace cuando este último existe? 
Trataré de explicarme mejor. ¿Qué le facilitamos al Juez al no existir el auto de procesamiento, cuando 
lo que está previsto acá es prácticamente lo mismo que habría que hacer para procesar, esto es, pasar 
por las instancias del Ministerio Público, de defensa, que el indagado pueda declarar, y todo lo demás? 
Sinceramente, no sé qué es lo que le facilitamos al Juez. Digo esto porque, cuando convocamos a un 
Juez de Faltas a la Comisión, nos dijo -en forma muy resumida- que tenían dos problemas para aplicar 
la norma. El primero de ellos tiene que ver con lo que ya mencionó el doctor Zas, en cuanto a que la 
prescripción de las faltas tiene un plazo muy abreviado, el cual se eleva a seis meses en este proyecto 
de ley. El segundo problema -que no es privativo de los Jueces de Falta, sino de todos los Jueces en 
general- tiene que ver con la prueba. En este sentido, ellos decían que muchas veces llegan casos en 
los que la Policía, por ejemplo, trae a cinco o diez personas y todas declaran que no fueron 
responsables de los hechos, que no estaban allí en ese momento, que fue otra persona que tenía 
puesta una camiseta igual, o, incluso, que la Policía les tiene rabia. Entonces, el Juez mantiene a estas 
personas durante unas horas y, después, las deja en libertad. En esa misma ocasión preguntamos si 
acaso la situación no cambiaría si hubiera cámaras de televisión, por ejemplo, y algunos Jefes de 
Policía señalaron que no tenían rubros, máquinas, ni personal. Entonces, la pregunta que surge es 
por qué no apuntar a lo que nos dicen los actores que son, en definitiva, los que van a aplicar esto. Y 
digo esto con mucha humildad, simplemente en aras de colaborar. Sinceramente, me parece que 
deberíamos a apuntar a ese tipo de cosas. En todo caso, la cuestión del plazo ya está solucionada, 
pues como se nos dijo que dos meses era muy poco tiempo para llevar un procesamiento, convinimos 
en fijar un lapso de seis meses. 


Lo otro es preguntarles qué necesitan y que contesten, por ejemplo, si es preciso que les 
llegue una buena prueba. Actualmente hay muchas cámaras presentes en esos sitios, pues se 


encuentra la prensa y casi todos los celulares tienen la opción de filmar. A propósito, respecto a los 
hechos ocurridos días pasados en el Parque Central hubo filmaciones hechas con celulares. 


De modo que eso se irá paliando de a poco, pero cabe preguntarse sobre la posibilidad que 
planteamos a la Policía -que lo vio con muy buenos ojos- en el sentido de que existiera un encargado 
que estuviera con una cámara de filmación en las afueras de los espectáculos públicos para colaborar 
inmediatamente en caso de que hubiera algún desmán o lo que fuera, y así poder identificar a las 
personas. El tema de las filmaciones ya existía en el proyecto de ley anterior, por lo que sería 
conveniente incorporarlo como prueba. Entonces, en vez de hacer sólo este proceso -que está muy 
bien- el Juez también podría utilizar la medida cautelar. 


SEÑOR BARÁIBAR.- Quiero aclarar que recién tomo conocimiento de este texto que, sin duda, es un 
avance en lo que hace al contenido del proyecto de ley. Me gustaría que se explicara cuál es el origen 
de esta iniciativa. Además, advierto que se agrega el tema relativo al derecho de admisión, que está 
previsto y es de uso común en cualquier lugar -el estadio es un ámbito privado- para determinadas 
personas que se identifican como los responsables del asunto. 


Insisto en que, a mi juicio, este es un avance y que podemos trabajar sobre este documento. 


SEÑOR ZAS.- Efectivamente, lo explicamos antes de que llegara el señor Senador Baráibar y dijimos 
que su origen estaba en algo que él mismo manifestó. En la oportunidad en que él concurrió a la 
Comisión de Seguridad en el Deporte estuvimos viendo todos estos temas y los problemas que podía 
tener este proyecto de ley y, precisamente, el señor Senador Baráibar nos planteó si no nos 
animábamos a colaborar y a preparar algo. Recuerdo que le dijimos que trataríamos de hacer algo. 
Entonces, en la Comisión de Seguridad en el Deporte citamos a los Jueces de Faltas y comenzamos a 
hacer lo que decía el doctor Bordes, es decir, a hablar con los involucrados, en fin, con los que están 
operando en este tema para ver por qué no se aplica la ley y qué es lo que falta. De ahí comenzaron a 
surgir todos estos detalles. A ello se le agregó -me faltó decirlo cuando hice la reseña del proyecto de 
ley- el tema del derecho de admisión, que nos pareció importante incluirlo porque es algo que ya existe 
genéricamente, pues cualquiera lo tiene, pero consideramos que no está de más consagrarlo 
legalmente. Además, da una fuerza importante al organizador del evento para determinar quién puede 
ingresar y quién no, sin caer en lo que se dice al final de la frase: ningún tipo de discriminación. Es 
importante porque cuando se sabe que alguien es revoltoso y concurre a provocar problemas, 
amparado en el derecho de admisión y con el apoyo de la fuerza pública, no se lo deja ingresar. 


Esos son los orígenes de esta modesta contribución, que dejamos a disposición de los 
señores Senadores, pero quedamos a las órdenes para seguir trabajando en este tema. 


SEÑOR NEYRA.- Dado que no queremos aburrirlos con lo que ya se ha manifestado y que recién se 
les entregó este documento, simplemente queremos reiterar que estamos a las órdenes de ustedes 
para colaborar en lo que nos sea posible. De todas maneras, sepan que se trata de un aporte modesto 
desde el punto de vista jurídico, que puede adolecer de errores y falencias, pero que necesariamente 
tiene sustento. 


El doctor Bordes les ha explicado la idea general del marco en el que tenemos que 
desenvolvernos y los aportes se realizan en función de ello. Pero tengan presente que lo que se está 
discutiendo tiene tres problemas básicos que fueron resumidos tanto por los representantes de la 
Suprema Corte de Justicia cuando estuvieron en esta Comisión -nosotros estuvimos leyendo el 
material correspondiente que nos enviaron- como por nosotros, en los aportes que hemos realizado. 
En primer lugar, hay fundamentalmente un medio de prueba -tal como lo subrayó el doctor Bordes-; en 
segundo término, existe carencia de recursos humanos -el tema está tratado en la ley general pero no 
en este proyecto de ley, aunque adelanto que con poca cosa se puede solucionar-; y, en tercer lugar, 
están los medios de que disponen los Jueces de Faltas para la aplicación concreta. Todo esto figura en 
el agregado que se promueve para la aprobación de una ley relacionada con la erradicación de la 
violencia en el deporte. Lo ideal sería que los señores Senadores le puedan dar una adecuada 
consistencia, básicamente, al tema de la prueba, y también una solución al tema de la falta de recursos 
humanos que tienen los Jueces de Faltas. Quizás, este último aspecto se pueda solucionar de una 
manera sencilla, sin entrar en grandes erogaciones. De esta forma, podríamos dar una señal positiva - 


como reclamaba el señor Senador Baráibar, y que todos deseamos- en este tema que les preocupa a 
ustedes y también a nosotros, porque es un problema que está instalado en la sociedad. 


Agradecemos nuevamente la invitación y estamos a las órdenes para hacer cualquier otro 
tipo de aportes. 


SEÑOR LAPAZ.- Respecto al derecho de admisión por parte del organizador que se menciona en el 
agregado que ustedes han traído, pregunto cuál es el límite del ingreso al espectáculo. ¿Es el límite del 
lugar físico o también incluye la zona de exclusión que se prevé en partidos trascendentales, ya sea en 
los clásicos o en los que juegan para las eliminatorias del mundial? También me gustaría que 
ampliaran un poco más acerca del tema de las Fiscalías de Faltas y cuántas habría que crear en todo 
el país. 


SEÑOR ZAS.- Creo que así como está redactado, se está refiriendo al local donde se va a desarrollar 
el evento; pero, si se le quiere dar otro alcance, me parece que sería bueno aclararlo. En todo caso, se 
puede modificar el texto. 


Con relación a las Fiscalías de Faltas, en el interior son los Jueces de Paz los que se 
encargan del tema, de modo que no sería preciso hacer alguna incorporación. El funcionamiento de las 
Fiscalías de Faltas se refiere, más que nada, a Montevideo. Según lo que nos manifestaron los Jueces 
con los que hemos conversado, con un Fiscal de Faltas el problema ya estaría resuelto. 


De todas maneras, quiero decir que si se inclinan por aceptar algunas de estas soluciones, 
antes de darles forma definitiva, sería prudente tener algún contacto con representantes del Ministerio 
de Educación y Cultura para ver si están de acuerdo, porque aquí establecemos que se faculta a ese 
Ministerio a transformar uno de sus cargos técnicos en el de Fiscal de Faltas. Planteo esto a los 
efectos de que no se tenga que crear un nuevo cargo, puesto que ello requeriría de un artículo en la 
Rendición de Cuentas, etcétera. De todas formas, repito, entiendo que ustedes deberían conversar con 
las autoridades ministeriales. Asimismo, estimo que se podría ir a una solución parecida con el Poder 
Judicial para la transformación de algún cargo técnico en Defensor de Oficio en materia de faltas, lo 
que llevaría también a mantener un diálogo con sus representantes para ver cómo se podría hacer 
esto. 


SEÑOR NEYRA.- A eso apuntábamos en la sugerencia anterior manifestada, en el sentido de que 
redistribuyendo los recursos humanos, sin alterar la ley presupuestal, se podrían lograr beneficios en 
forma rápida. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de los representantes del Colegio de Abogados y 
reconocemos el trabajo que han realizado, que seguramente nos será de mucha utilidad. 


SEÑOR ZAS..- Para nosotros ha sido un gusto. 


(Se retira de Sala la delegación del Colegio de Abogados del Uruguay) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Antes de que ingrese a Sala la delegación de ex jugadores de fútbol, le 
cedemos el uso de la palabra al señor Senador Lapaz, quien la ha solicitado para realizar un 
planteamiento. 


SEÑOR LAPAZ.- Teniendo en cuenta las opiniones vertidas en esta Comisión en el transcurso de las 
últimas audiencias, creo que sería interesante conocer el punto de vista de la Asociación de 
Magistrados del Uruguay sobre este tema, a la que no le fue remitido el proyecto de ley en cuestión, 
así como tampoco las versiones taquigráficas correspondientes. Por lo tanto, formulo moción para que 
los propios Magistrados, que son quienes intervienen en estas situaciones, puedan también emitir su 
opinión en este ámbito. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Concretamente, el señor Senador Lapaz propone que se remita a la 
Asociación de Magistrados del Uruguay el proyecto de ley que tenemos a consideración para que lo 
tengan presente y luego, con gusto, por Secretaría se coordinará una audiencia para recibir a sus 
representantes. 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


